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Un duopolio televisivo es la columna vertebral del imponente mundo de la pantalla chica. Televisa es el gigante más importante de habla hispana en la aldea global.

Entre Tv Azteca y Televisa disponen de 90 por ciento de las concesiones del Estado en televisión. El 60 por ciento de las 468 estaciones concesionadas en todo el país, corresponden a Televisa, de Emilio Azcárraga Jean. Y Tv Azteca, de Ricardo Salinas Pliego, controla el 30 por ciento.

Del reparto publicitario, según el índice estadístico de la Cámara de la Industria de la Radio y Televisión (CIRT), ambas empresas se quedaron con 70 por ciento de la inversión publicitaria privada, que entre 2000 y 2001 ascendió a 23 mil 500 millones de pesos. Y según el Instituto Federal Electoral para 2006 pueden embolsarse entre 60 y 70 por ciento de los 2 mil 133.4 millones de pesos que destinará a prerrogativas ordinarias de los partidos.

Para Javier Corral Jurado la concentración duopólica en materia de televisión es un fenómeno mexicano y único en el orbe.

El panorama es desolador y sin perspectivas favorables para los televidentes. Más aún si contemplamos que entre agosto y septiembre de 2004, sin mediar ninguna licitación o proceso público transparente, la Secretaría de Comunicaciones y Transportes renovó 225 concesiones de Televisa y 169 de Tv Azteca, nada más ¡hasta el año 2021!

Fue un espléndido regalo de Vicente Fox Quesada, hecho a espaldas de la sociedad y el Estado. Por ello no les falta razón a quienes, como Jesús Delgado Guerrero, lo denominan El soldado de la televisión.

Atrás había quedado también otro obsequio en oro, conocido como el decretazo del 10 de octubre de 2002, que fue negociado a horas de la madrugada en el hotel Camino Real, ubicado en Mariano Escobedo, en el Distrito Federal, por Martha –con h porque así lo registra su acta de nacimiento-- Sahagún Jiménez, usurpando funciones de secretaria de Gobernación, con los tiburones de la CIRT, y que redujo del 12.5 al 1.5 por ciento el tiempo de transmisión que por reglamento debían entregar las televisoras y las radiodifusoras al gobierno. Ello les significó un ahorro de 13 mil millones de pesos anuales.

La tercera semana de diciembre del año pasado quedó suspendido en la Cámara de Senadores el dictamen de una nueva Ley Federal de Radio y Televisión que propone acotar el amplio margen de discrecionalidad del gobierno federal en el otorgamiento y renovación de las concesiones, limitar a 35 por ciento el control de una sola plaza, abrir el espectro a nuevas frecuencias, acabar con la ambigüedad de las reglas y establecer mecanismos ciudadanos de supervisión.

De esta manera, la telecracia se fortalece más todavía como uno de los poderes fácticos por excelencia. Esos que no registra su existencia la Constitución, ni ley ni reglamento alguno, pero que a la hora de tomar decisiones sobre políticas y programas públicos influyen tanto o más que los órganos legalmente constituidos.

Acuse de recibo. El diplomático de carrera Ismael Orozco Guzmán comenta, desde la capital poblana, la Utopía del 3 de agosto: “Muy bien eso del izquierdómetro. Si se define a la izquierda como el movimiento político e ideológico que propugna la lucha por la justicia social y los derechos humanos, ciertamente no puede presumir de mucho el gobierno de López Obrador, que impulsó más bien un populismo defectuoso. Si se mide por el programa de apoyo a los ancianos, pues podría pasar la prueba, pero si se le pasa por el tamiz de la protección y programas de apoyo a las personas de la calle: adultos, niños, mujeres, pues aquí reprueba. Yo no creo que un gobierno de izquierda sea uno que fomente o tolere las violaciones a los derechos de los demás: léase manifestaciones en vías públicas; la prostitución callejera; o que se oponga al ejercicio ciudadano del derecho a la información: la transparencia”... Angélica Moya Marín solicitó al gobernador Arturo Montiel la expropiación del predio El Cerrito, de Lomas Verdes, en Naucalpan. Con ello da una lección de política al desactivar un conflicto mayúsculo propiciado por el PRI.
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